Análisis de la Acusación Constitucional en contra de Augusto Pinochet Ugarte, en calidad de General de las Fuerzas Armadas.

El 18 de marzo de 1998 once diputados
 deducen ante la Cámara de Diputados una acusación constitucional en contra del recién investido Senador (vitalicio) Augusto Pinochet Ugarte, en su calidad de ex General de las Fuerzas Armadas, cargo ejercido hasta el 10 de marzo de ese mismo año, por haber comprometido gravemente el honor y la seguridad de la Nación, en virtud del artículo 48 nº 2 letra d) de la Carta Fundamental,
 durante el periodo que media entre el 11 de marzo de 1990 y la fecha actual.
 


Estos diputados aducen que ante los ojos del derecho y los órganos del Estado, el acusado no era más que un general que podía ser juzgado, de manera que el que actualmente haya dejado de ser Comandante en Jefe no significaba que sus delitos y faltas prescribieron, máxime si la Constitución otorgaba a los diputados el plazo de tres meses contados desde la expiración en el cargo del general o almirante para acusarlo constitucionalmente, plazo que se cumplía sobradamente a la fecha de la interposición de esta acusación. 

Se señala que el ex Comandante en Jefe habría comprometido el gravemente el honor de la Nación a causa del repudio que había generado por parte de la Comunidad Internacional hacia su persona, producto de una serie de actos realizados en el ejercicio de sus funciones:

· Declaraciones desafortunadas en contra del ejército alemán en 1990,

· Comentarios, igualmente desafortunados, en contra del Comandante en Jefe del Ejército de Argentina,

· Rechazo a sus visitas a otros países, como Checoslovaquia y Ecuador, entre otros.


Asimismo Pinochet habría comprometido gravemente la seguridad de la Nación por acciones que obviaron el imperio del Estado de Derecho, como lo fueron el episodio del “ejercicio de alistamiento y enlace” en 1990 y “el boinazo” en 1993, en los cuales, mediante el abuso de sus facultades como Comandante en Jefe del Ejército advirtió (incitó el miedo) su descontento por la investigación en contra de su hijo Augusto Pinochet Hiriart por el llamado caso “Pinocheques”. También se señala que hubo una omisión negligente en el caso de espionaje en contra del Senador Sebastián Piñera, y los casos del “General NN” y el general Parera.

Se menciona también las ofensas en contra de la memoria de las víctimas de violaciones de derechos humanos durante su gobierno, a través de la prensa, como conductas que comprometían gravemente el honor de la Nación.


El objetivo de esta acusación constitucional era que a Pinochet se le inhabilitara para ejercer cargos públicos, de manera que no pudiera ejercer como senador vitalicio.


A pesar de cumplir con todos los requisitos formales de una acusación constitucional, finalmente ésta fue rechazada en la misma Cámara de Diputados (52 votos aprobaban la acusación, mientras 62 la rechazaron), por no darse cumplimiento a los requisitos de fondo y no ser aplicable la sanción que se pedía. [image: image1.png]



� Mario Acuña, Sergio Aguiló, Isabel Allende, Gabriel Ascencio, Sergio Elgueta, Guido Girardi, Tomás Jocelyn-Holt, Zarko Luksic, Andrés Palma, Jaime Naranjo y Fanny Pollarolo.


� Actual artículo 52 nº 2 letra d) de la CPR.


� La Ley Orgánica Constitucional del Congreso prohibía a los Diputados interponer acusaciones constitucionales en contra de autoridades por hechos acaecidos con anterioridad al 11 de marzo de 1990.


� Y con eso no estar afecto al fuero parlamentario.





